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León, Guanajuato, a 10 diez de julio del año 2009 dos mil nueve. . . . .
V i s t o s  los autos del proceso administrativo identificado con el número 054/2008-JN, promovido por el ciudadano Juan Navarro Orozco;  y, . . . . . . . . 

C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- La demanda fue presentada oportunamente dentro de los 30 treinta diez días hábiles siguientes a aquél en que surtió efectos la notificación al actor del folio 0519955 (cero-cinco-uno-nueve-nueve-cinco-cinco), esto es, el 28 veintiocho de enero del 2008 dos mil ocho; lo que se corrobora con el documento en el que consta el propio folio impugnado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
TERCERO.- La existencia de los actos impugnados se encuentra debidamente acreditada en autos con la copia al carbón del resultado del avalúo contenido en el documento denominado “Notificación” en el folio 0519955 (cero-cinco-uno-nueve-nueve-cinco-cinco); practicada el 28 veintiocho de enero de 2008 dos mil ocho; así como el original del avalúo catastral de fecha 20 veinte de diciembre del 2007 dos mil siete e identificado como E-179760-07 (Letra E-uno-siete-nueve-siete-seis-cero-cero-siete); así como con los originales del procedimiento de avalúo, que consta de orden de avalúo, citatorio de fecha 4 cuatro de diciembre del 2007 dos mil siete, y acta circunstanciada de esa misma fecha; documentales que merecen pleno valor probatorio, conforme a lo dispuesto en los artículos 78 y 121 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, toda vez que se trata de documentos públicos, emitidos por las autoridades demandadas en el ejercicio de sus funciones. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
CUARTO.- Este Juzgador, en cumplimiento a lo establecido en la fracción I del Artículo 299 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, procede a fijar clara y precisamente los puntos controvertidos en el presente proceso administrativo. . . . 

De lo expuesto por el actor en su escrito de demanda, así como de las constancias que integran la presente causas administrativa, se desprende que al actor, con fecha 12 doce de noviembre de 2007 dos mil siete, se emitió una orden de valuación por el Tesorero Municipal, respecto del inmueble propiedad del ciudadano Juan Navarro Orozco, ubicado en calle Fresno del Campestre número 208 doscientos ocho, de la colonia Club Campestre de esta ciudad, siguiéndose el procedimiento respectivo, se emitió el avalúo fiscal y posteriormente el resultado del avalúo fijándole el monto del impuesto respectivo, lo que se hizo del conocimiento del actor. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

Tanto el avalúo como el resultado del mismo, los estima ilegales el actor, al considerar, por un lado, que para la práctica del avalúo catastral no se siguió debidamente el procedimiento para ello y, por otro lado, que el folio que contiene el resultado de dicho avalúo, no fue rubricado con firma en original del Tesorero Municipal, constituyendo ello los puntos controvertidos en la presente causa administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

QUINTO.- Por cuestión de Orden Público y, por ende de estudio preferente, sea que las partes las hagan valer o que de oficio se adviertan, se procede al análisis de las causales de improcedencia y sobreseimiento previstas en los artículos 261 y 262 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa  para el Estado y los Municipios de  Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En el presente proceso administrativo, las autoridades demandadas -Tesorero y Notificador- en sus escritos de contestación de demanda hacen valer la causal de improcedencia prevista en la fracción I del artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, ya que señalan que los actos impugnados no afectan el interés jurídico del actor, ya que no se trata de actos definitivos, pues aducen que cuenta, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 176 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, con el derecho de audiencia con el que puede realizar las aclaraciones que considere pertinentes. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

No se actualiza tal causal de improcedencia, en razón de que para quien resuelve, en primer lugar, el resultado del avalúo sí constituye un acto administrativo definitivo; toda vez que al seguirse los pasos que integran el procedimiento administrativo de avalúo, como lo son la emisión de una orden de avalúo y la practica de una visita por parte de un perito autorizado, se llega a una determinación, que es precisamente el resultado del avalúo, el que concluye dicho procedimiento, y por el que se determina el valor del inmueble del que se trate; lo que se traduce en que constituye la resolución del procedimiento de valuación; y, en segundo lugar, aunque es cierto que de conformidad con el artículo 176 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, se concede al contribuyente el derecho de realizar las aclaraciones que considere pertinentes, en dicho dispositivo legal o cualquier otro contenido en la Ley de Hacienda antes invocada, no se impone la obligación al contribuyente de ejercitarlo previamente a combatir, jurisdiccionalmente, el acto administrativo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


Por otra parte, en sus escritos de contestación a la ampliación de la demanda, el Perito y el Tesorero Municipal demandados, nuevamente hacen valer la causal de improcedencia prevista en la fracción I del artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; ya que señalan que quien promueve la ampliación de la demanda carece de interés jurídico para promoverla; pues el escrito de ampliación fue suscrito por la Licenciada Carmen Laura Sánchez Córdova, quien solo es autorizada, y no por el actor de nombre Juan Navarro Orozco. . . . . . . . . . . . . . . . 


No se actualiza la causal de improcedencia en comento, en razón de que la causal de improcedencia señalada, se debe analizar en relación al acto impugnado, y no en relación a la persona que presenta el escrito de ampliación; y en este caso, los actos impugnados sí afectan los intereses jurídicos del impetrante del proceso, porque éste resiente sin lugar a dudas, en su esfera de derechos, la realización de un proceso de avalúo que repercute en el monto del impuesto predial que se encuentra obligado a solventar; en segundo lugar, este Juzgador estima que al ya estar reconocida expresamente su personalidad, dentro de las promociones de trámite que el autorizado puede formular se encuentra la ampliación de la demanda; pues si puede ofrecer y desahogar pruebas e interponer recursos a nombre de su autorizante, no hay razón para suponer que no tenga la facultad de ampliar la demanda; tampoco se advierte que las facultades concedidas en el artículo 10 diez, segundo párrafo del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, sean limitativas; sino que únicamente son enunciativas; por lo que se concluye que el autorizado puede realizar cualquier acto que resulte necesario para proveer a la defensa de su autorizante. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SEXTO.- No habiendo prosperado las causales de improcedencia hechas valer por las autoridades demandadas, y de oficio no se advierte la actualización de alguna otra que impida el estudio de fondo de la presente causa administrativa, se procede a analizar los conceptos de impugnación esgrimidos por el actor, primeramente en contra del avalúo y del procedimiento del mismo y posteriormente en contra del resultado del avalúo y su notificación. . . . . . . . . . . . .

De los conceptos de impugnación esgrimidos por la parte actora, este Juzgador se avocará al estudio de aquellos que se consideran trascendentales para emitir la presente sentencia, como lo es el que se contiene en el cuarto párrafo  de la primera hoja del escrito de la ampliación de la demanda (Visible a foja 95 noventa y cinco del presente expediente) y del quinto agravio contenido en el escrito inicial de demanda (Visible a foja 5 cinco, también de éste expediente); sin necesidad de transcribir los restantes conceptos de impugnación, de acuerdo con el criterio sostenido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la siguiente jurisprudencia: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS. El hecho de que el Juez Federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.” SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO. No. Registro: 196,477. Jurisprudencia, Materia(s): Común, Novena Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. VII, Abril de 1998, Tesis: VI.2o. J/129. Página: 599. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Así las cosas, en el escrito de ampliación de demanda, la parte actora señala que si bien es cierto que para cumplir con la inspección para la valuación del inmueble, se emitió un citatorio para que esperara el día 5 cinco de diciembre de 2007 dos mil siete, a las 10:00 diez horas, lo cierto es que dicha diligencia se realizó el día 4 cuatro del mismo mes y año. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Una vez analizadas las constancias que integran la presente causa administrativa, en especial el citatorio y el acta circunstanciada, ambos de fecha 4 cuatro de diciembre de 2007 dos mil siete, este Juzgador estima que es fundado el concepto de impugnación planteado en razón de que el avalúo practicado al inmueble marcado con el número 208 doscientos ocho, de la calle Fresno del Campestre, de la colonia Club Campestre de esta ciudad, resulta ilegal, al no haberse seguido debidamente el procedimiento para su práctica, como se desprende a continuación: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

En efecto, del citatorio de fecha 4 cuatro de diciembre del 2007 dos mil siete y del acta circunstanciada de igual fecha, ambos elaborados por el perito Arturo Jonathan Muñoz Munguia (visibles, en copia certificada, a fojas 37 treinta y siete y 38 treinta y ocho a 40 cuarenta); documentos que, en original, fueron aportados por el Tesorero Municipal con su contestación de la demanda, se desprende fehacientemente que el Perito designado -Arturo Jonathan Muñoz Munguia-, para efectos de valuar el inmueble, realizó la visita al mismo, sin respetar la fecha que señaló en el propio citatorio, toda vez que en dicho citatorio, se fijó para llevar a cabo la visita, las 10:00 diez horas, del día 5 cinco de diciembre de ese mismo año; resultando que, el perito Arturo Jonathan Muñoz Munguia, realizó la visita el día 4 cuatro del mismo mes y año, levantando acta circunstanciada; traduciéndose ello en que no se respetó la fecha y hora indicada en el citatorio que el propio Perito emitió y entregó al ciudadano Rodolfo Carlos Ortiz, lo que constituye un vicio de procedimiento que afecta sin duda la defensa del particular, pues no se le dio la oportunidad al propietario del inmueble -la persona buscada- de estar presente en el desahogo de la visita y de expresar lo que a su interés conviniera, dejándose de asentar en el acta sus manifestaciones y aclaraciones; situación irregular que acarrea como consecuencia que el avalúo impugnado sea ilegal al encontrarse indebidamente motivado, al sustentarse en actos de procedimiento ilegales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Ahora bien, respecto a la objeción que formula el actor, en cuanto al valor probatorio de la orden de valuación, así como el citatorio y acta circunstanciada antes mencionadas; debe señalarse que a los mismos no puede restárseles credibilidad, ni eficacias probatorias, al ser aportados en original por el Tesorero Municipal; por lo que se les concede pleno valor probatorio por tratarse de documentos públicos expedidos por los servidores públicos demandados, mismos que lo hicieron en el ejercicio de sus funciones, atento a lo establecido en los artículos 78, 117 y 121 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. No obsta mencionar que tales documentales demuestran que la visita para la valuación del inmueble, fue realizada sin respetar la fecha establecida en el citatorio emitido para tal fin. . . . . . 
Así las cosas, una vez que se ha analizado y determinado la ilegalidad del avalúo catastral número E-179760-07 (E-uno-siete-nueve-siete-seis-cero-cero-siete) por no haberse seguido debidamente el procedimiento para su práctica; enseguida, para efectos de cumplimiento al Segundo resolutivo de la resolución dictada por la Magistrada de la Tercera Sala del Tribunal de lo Contencioso Administrativo, misma que se describe en el resultando Séptimo de la presente sentencia, en el sentido de que se deje intocada la determinación de decretar la nulidad total del folio número 0519955 (cero-cinco-uno-nueve-nueve-cinco-cinco), de fecha 7 siete de enero del 2008 dos mil ocho, se procede al análisis del concepto de impugnación que el actor enumera como quinto, estableciendo previamente que el acto administrativo que se contiene en el folio número 0519955 (cero-cinco-uno-nueve-nueve-cinco-cinco) de fecha 7 siete de enero de 2008 dos mil ocho, no es otra cosa sino la notificación del resultado del avalúo y la determinación del impuesto predial que debe pagar la parte actora respecto del inmueble ubicado en calle Fresno del campestre número 208 doscientos ocho, de la colonia Club Campestre de esta ciudad. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En el quinto concepto de impugnación expresado en el escrito de demanda, el actor lo hace valer en contra de la existencia del resultado del avalúo y, en consecuencia de la determinación del impuesto predial a pagar, al señalar que: “La Suprema Corte de Justicia de la Nación, ha establecido que para que un acto de autoridad esté correctamente fundado y motivado, deberá contener la firma autógrafa del servidor público que lo expida, situación que no sucede en el oficio que ahora impugnamos ya que a simple vista se observa que la firma del Tesorero, que es quien emite el acto, es una firma facsímil, situación que deja a mi representada en total estado de indefensión...” . . . . . . . . . . . .   
Por lo que tal concepto de impugnación se plantea en contra de la firma que se contiene en el acto impugnado, puesto que la firma de quien emite un resultado del avalúo, debe estar plasmada con firma autógrafa y que la que se contiene en el acto impugnado, está estampada en facsímil. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


El Tesorero Municipal demandado, al dar contestación al referido concepto de impugnación, planteó que: “...tal aseveración es una apreciación meramente subjetiva del recurrente, en virtud de que dicho documento contiene la firma autógrafa...”. . . . . . 

Analizado que es el acto impugnado en la presente causa administrativa, para éste Juzgador, tal agravio resulta fundado, toda vez que en efecto, como se desprende del análisis del folio número 0519955 (cero-cinco-uno-nueve-nueve-cinco-cinco), de fecha 7 siete de enero del 2008 dos mil ocho, y notificado el día 28 veintiocho de ese mismo mes, que fue dirigido al ciudadano Juan Navarro Orozco, y que contiene el resultado del avalúo impugnado, así como la determinación del impuesto predial a pagar referente al inmueble marcado con el número 208 doscientos ocho, de la calle Fresno del Campestre de la colonia Club Campestre de esta ciudad, se advierte que la firma del Tesorero Municipal, autoridad que aparece como emisor de dicho documento, no se plasmó autógrafamente, esto es, de su "puño y letra", sino que se trata de una impresión por computadora, lo que vulnera sin duda el requisito formal consistente en que todo acto administrativo debe contener en el texto del documento, la firma autógrafa de la autoridad competente, toda vez que dicha firma no es otra cosa que la manifestación de la voluntad del funcionario emisor, luego entonces, al no estampar la firma la autoridad que aparece como emisor, se traduce en que existe un vicio en la exteriorización de la voluntad de tal funcionario, porque ese signo gráfico, es el que le otorga certeza y eficacia a los actos de autoridad ya que constituye la única forma en que puede asegurarse al particular que fue la voluntad de la autoridad emitir dicho acto en los términos a que el mismo se refiere; aunado a que todo acto de molestia, como lo es el acto impugnado, precisa de la concurrencia indispensable de tres requisitos mínimos, a saber: 1).- Que se exprese por escrito y contenga la firma original o autógrafa del respectivo funcionario; 2).- Que provenga de autoridad competente; y 3).- Que en los documentos se exprese, se funde y motive la causa legal del procedimiento, resaltando que la primera de estas exigencias tiene como propósito evidente que pueda haber certeza sobre la existencia del acto de molestia y para que el afectado pueda conocer con precisión de cuál autoridad proviene, así como su contenido y sus consecuencias; por lo que al no hacerlo así, se encuentra indebidamente fundado y motivado y vulnera el artículo 4º primer párrafo, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, ya que las autoridades administrativas municipales, únicamente pueden hacer lo que la ley les establece, siendo que respecto a la emisión de los actos administrativos, éstos deben emitirse siguiendo las formalidades legales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Lo anterior relacionado con lo dispuesto en el artículo 6, fracción IV del Reglamento Orgánico Municipal de León, Guanajuato, vigente desde el día 10 diez de octubre del 2007 dos mil siete, el que señala que los actos administrativos deben constar por escrito y con la firma autógrafa o electrónica de la autoridad que lo expida; ya que no es necesario señalar expresamente la disposición jurídica que se considera violada, sino que es suficiente que los motivos en que se funda para estimar ilegal dicho acto puedan relacionarse, sin lugar a dudas, con uno o varios preceptos legales aplicables al caso concreto, como ocurre con los preceptos citados. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Al caso resultan aplicables, por analogía, las siguientes Jurisprudencias emitidas por los Tribunales del Poder Judicial de la Federación, mismas que establecen: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

"FIRMA AUTOGRAFA DE LA AUTORIDAD RESPONSABLE, SU OMISION IMPIDE OTORGAR VALIDEZ AL ACTO. Una resolución determinante de un crédito fiscal en términos de los artículos 3o. y 4o. del Código Fiscal de la Federación debe constar en un documento público que, en términos del artículo 129 del Código Federal de Procedimientos Civiles, debe estar suscrito por un servidor público competente, lo cual sólo se demuestra por la existencia, entre otros extremos, de la firma autógrafa del signante y la falta de este signo gráfico impide otorgar alguna validez o eficacia al oficio relativo, ya que no es posible afirmarle o asegurarle al gobernado que una cierta resolución proviene de una pretendida autoridad dada la ambigüedad e incertidumbre que conlleva el uso de un sello que cualquier persona puede utilizar y estampar en un oficio, cuando que la seguridad jurídica que tutelan los artículos 14 y 16 constitucionales, impone que se demuestre la identidad del emisor para los efectos de la autoría y la responsabilidad que implica el ejercicio de las facultades que a cada autoridad le corresponden."  Sexto Tribunal Colegiado En Materia Administrativa del Primer Circuito. No. Registro: 224,795. Jurisprudencia. Materia(s): Administrativa. Octava Época. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la Federación. Tomo: VI, Segunda Parte-1, Julio a Diciembre de 1990. Tesis: I.6o.A. J/22. Página: 356. Genealogía:. Gaceta número 34, Octubre de 1990, página 75. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . 

"FIRMA FACSIMILAR. DOCUMENTOS PARA LA NOTIFICACION DE CREDITOS FISCALES. Esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha establecido reiteradamente el criterio de que de conformidad con lo dispuesto por los artículos 14 y 16 de la Constitución General de la República, para que un mandamiento de autoridad esté fundado y motivado, debe constar en el documento la firma autógrafa del servidor público que lo expida y no un facsímil, por consiguiente, tratándose de un cobro fiscal, el documento que se entregue al causante para efectos de notificación debe contener la firma autógrafa, ya que ésta es un signo gráfico que da validez a los actos de autoridad, razón por la cual debe estimarse que no es válida la firma facsimilar que ostente el referido mandamiento de autoridad." Contradicción de tesis. Varios 16/90. Entre las sustentadas por el Primero y Segundo Tribunales Colegiados del Sexto Circuito. 21 de noviembre de 1991. Mayoría de 4 votos. Disidente: Carlos de Silva Nava. Ponente: Fausta Moreno Flores. Secretario: Víctor Hugo Mendoza Sánchez. Registro No. 206419. Localización: . Octava Época. Instancia: Segunda Sala. Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. 56, Agosto de 1992. Página: 15. Tesis: 2a./J 2/92 Jurisprudencia Materia(s): Administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Por otra parte es de resaltar que en el presente caso, la carga de la prueba respecto a si la firma que calza el acto impugnado es autógrafa o no, correspondía al Tesorero Municipal, al afirmar en su contestación de demandada, que el documento contiene firma autógrafa, lo que constituye una afirmación sobre hechos propios que debe ser demostrada mediante prueba idónea, tal y como lo sostiene la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la siguiente Jurisprudencia:  

“FIRMA AUTÓGRAFA. LA CARGA DE LA PRUEBA CORRESPONDE A LA AUTORIDAD QUE EMITIÓ EL ACTO IMPUGNADO, SIEMPRE QUE EN LA CONTESTACIÓN A LA DEMANDA AFIRME QUE ÉSTE LA CONTIENE. La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que los actos administrativos, para su validez, deben contener la firma autógrafa de la autoridad competente que los emite. Por otro lado, es principio de derecho que "quien afirma está obligado a probar"; sin embargo, no toda afirmación obliga a quien la hace a demostrarla, ya que para ello es requisito que se trate de afirmaciones sobre hechos propios. Ahora bien, si la actora en su demanda de nulidad plantea que el acto impugnado no cumple con el requisito de legalidad que exigen los artículos 38, fracción V, del Código Fiscal de la Federación y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, por no contener firma autógrafa, esta manifestación no es apta para estimar que es a ella a quien corresponde la carga de la prueba, ya que no se trata de una afirmación sobre hechos propios, sino únicamente del señalamiento de un vicio que podría invalidar al acto impugnado. En cambio, si la autoridad que emitió la resolución impugnada en su contestación a la demanda manifiesta que el acto cumple con el requisito de legalidad por calzar firma autógrafa, ésta sí constituye una afirmación sobre hechos propios que la obliga a demostrar, a través de la prueba pericial grafoscópica, la legalidad del acto administrativo, en aquellos casos en que no sea posible apreciar a simple vista si la firma que calza el documento es autógrafa.” No. Registro: 171,171. Jurisprudencia. Materia(s): Administrativa. Novena Época. Instancia: Segunda Sala. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. XXVI, Octubre de 2007. Tesis: 2a./J. 195/2007. Página: 243. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SÉPTIMO.- En virtud de que los conceptos de impugnación analizados resultaron fundados y son suficientes para decretar la nulidad total de los actos impugnados, resulta innecesario el estudio de los restantes conceptos de impugnación enderezados en contra de tales actos ya que su análisis no afectaría, ni variaría el sentido de esta resolución. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Sirve de apoyo a lo anterior la tesis de jurisprudencia que a la letra señala: . 

“CONCEPTOS DE VIOLACION. CUANDO SU ESTUDIO ES INNECESARIO. Si al considerarse fundado un concepto de violación ello trae como consecuencia la concesión del amparo, es innecesario analizar los restantes, ya que cualquiera que fuera el resultado de ese estudio, en nada variaría el sentido de la sentencia.” Segundo Tribunal Colegiado Del Quinto Circuito. No. Registro: 223,103. Jurisprudencia. Materia(s): Común. Octava Época. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la Federación. I, Abril de 1991. Tesis: V.2o. J/7. Página: 86. Genealogía:  Gaceta número 40, Abril de 1991, página 125. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


Por lo anteriormente expuesto, al resultar fundados los conceptos de impugnación esgrimidos en el párrafo cuarto de la primera foja del escrito de ampliación de demanda y agravio quinto del escrito inicial de demanda; el primero de los mencionados, en contra del avalúo catastral número E-179760-07 (Letra E-uno-siete-nueve-siete-seis-cero-cero-siete), de fecha 20 veinte de diciembre del 2007 dos mil siete, practicado al inmueble propiedad del actor, porque no se siguió debidamente el procedimiento para su práctica; y, el segundo en contra del folio número 0519955 (cero-cinco-uno-nueve-nueve-cinco-cinco), de fecha 7 siete de enero del año 2008 dos mil ocho, que contiene el resultado del avalúo y la determinación del impuesto predial a pagar por el actor Juan Navarro Orozco, respecto del inmueble ubicado en calle Fresno del campestre, número 208 doscientos ocho, de la colonia Club Campestre, de esta ciudad, porque no se estampó la firma autógrafa del Tesorero Municipal; procede decretar la nulidad total de dichos actos impugnados, al actualizarse la causa de nulidad prevista en la fracción II del artículo 302 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

De igual manera, toda vez que la notificación del folio decretado nulo, diligencia practicada por el notificador ejecutor adscrito a la Dirección de Ingresos, de nombre Eduardo Álvarez Gutiérrez, el 28 veintiocho de enero del mismo año, deriva del resultado del avalúo también anulado; en consecuencia lo procedente es también, decretar su nulidad total, pues al no resultar válido el acto previo, que originó la notificación al impetrante del proceso; entonces, tampoco puede ser válido el acto resultante, por lo que el mismo también debe ser anulado, al no contar con soporte alguno para su emisión, resultado aplicable al caso concreto el principio de Derecho que establece que lo accesorio sigue la suerte de lo principal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por lo anteriormente expuesto, y con fundamento además en lo señalado en los artículos 249, 298, 299, 300 fracción II, y 302, fracción II del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, es de resolverse y se: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

R E S U E L V E :

SEGUNDO.- Resultó procedente el proceso administrativo interpuesto. .  
TERCERO.- Se decreta la Nulidad Total de los actos impugnados; ello en atención a las consideraciones lógicas y jurídicas expresadas en el Considerando Sexto de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Notifíquese a las autoridades demandadas por oficio y a la parte actora personalmente en el domicilio señalado en autos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En su oportunidad procesal archívese el presente expediente como asunto totalmente concluido y dése de baja en el Libro de Registros que se lleva para tal efecto. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Así lo resolvió y firma el Licenciado Ernesto Alejandro Mora Álvarez, Juez Segundo Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta, Licenciada María del Rocío Villanueva Sánchez, quien da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

